
7Tt.r TRIJEZ
¡ N,NÁr or Jusrk,\ [,..r.R.\

JUICIO PARA LA PROTECCION DE LOS
DERECHOS POLíTICO ELECTORALES DEL

CIUDADANO

EXPEDI ENTE : r NJEZ- JDC-] 17 12026

ACTORES: HÉCTOR
GALLEGOS Y OTROS

ARTURO BERNAL

AUTORIDAD RESPONSABLE: PRESIDENTE Y
SíNDICO MUNICIPALES DEL H. AYUNTAIMIENTo
DE OJOCALIENTE, ZACATECAS

MAGISTRADA PONENTE: GLORIA ESPARZA
RODARTE

Zacatecas, Zacatecas, a doce de octubre de dos mil veintiséis

Acuerdo plenario que declara la incompetencia material de este Tribunal de

Justicia Electoral del Estado de Zacatecas para conocer de la controversia

relacionada con el pago de remuneraciones que la parte actora afirma les adeudan

con motivo del desempeño de sus cargos como regidores del Municipio de

Ojocaliente, Zacatecas durante el periodo 2021-2024, al haber concluido el período

para el que fueron electas y electo.

Actores/Promoventes:

Autoridad responsable:

Ayuntamiento:

Const¡tuc¡ón Federal:

GLOSARIO

Héctor Arturo Bernal Gallegos y otros.

Pres¡dente y Síndico Municipales del H. Ayuntam¡ento de
Ojocaliente, Zacatecas.

H. Ayuntamiento de Ojocal¡ente, Zacatecas.

Constitución Polít¡ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Ley de Med¡os: Ley del Sistema de Medios de lmpugnación Electoral del
Estado de Zacatecas.

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la
Federación.

I. ANTECEDENTES

De lo narrado en la demanda y de las constancias de autos, se advierte lo siguiente

1.1. Periodo del desempeño del cargo. Los Acfores fueron electos como regidores

municipales del Ayuntamiento de Ojocaliente, Zacatecas, para el periodo del quince

de septiembre de dos mil veintiuno al catorce de septiembre de dos mil veinticuatro.
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'1.2. Juicio ciudadano. El veinticinco de septiembre de dos mil veintiséis1 los Actores

interpusieron juicio ciudadano directamente en la Of¡c¡alía de Partes de este Tribunal,

por lo que se ordenó a las autoridades señaladas como responsables dar el trámite

al juicio conforme a lo que establecen los artículos 32 y 33 de la Ley de Medios.

1.3. Trámite. El veintiocho de septiembre la Magistrada Presidenta ordenó formar el

expediente TRIJEZ-JDC-OI712026 y turnarlo a la ponencia a su cargo a fin de que

determinara lo legalmente procedente; así, en su oportunidad el presente juicio se

radicó en la ponencia en mención.

2. ACTUACION COLEGIADA

La materia sobre la que versa este acuerdo debe em¡tirse en actuación colegiada de

los integrantes del Pleno de este órgano jurisdiccional, toda vez que la determinación

que se asume respecto del asunto tiene por objeto estudiar la incompetencia de este

Tribunal respecto a la controversia planteada por los Actores en su escrito de

demanda, lo cual, no constituye un acuerdo de mero trámite de la Magistratura

lnstructora.

Lo anterior, conforme a lo dispuesto en la jurisprudencia de la Sala Superior del

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 11l99, de rubro: 'MEDIOS DE

IMPUGNACIÓN. LAS RESOLUCIONES O ACTUACIONES QUE IMPLIQUEN UNA

MODIFICACIÓN EN LA SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO

SON COMPETENCIA DE LA SALA SUPERIOR Y NO DEL MAGISTRADO

INSTRUCTOR"2,

3. INCOMPETENCIA MATERIAL

En tal sentido, la competencia determina las atribuciones de cada órgano

jurisdiccional para resolver la controversia que se somete a su consideración; así, se

garantiza una efectiva impartición de justicia a la luz de los principios de legalidad,

1 Las fechas que se indiquen en lo subsecuente, corresponden al año dos mil veintiséis, salvo precision en
contrario.
2 Consultable en Juslicia Electoral, Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento
3. año 2000, pág¡nas 17 y 18.

La competencia es un presupuesto de validez de la relación procesal que está

vinculado al derecho fundamental de protección judicial y la obligación constitucional

de las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos

humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia,

indivisibilidad y progres¡vidad.
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debido proceso y seguridad jurídica, al tutelar que la sentencia que resuelva la

controversia sujeta a análisis sea emitida por una autoridad con facultades para ello.

Por tanto, cuando un acto se em¡te por un órgano jurisdiccional que no tiene

competencia para conocerlo, estará viciado y no podrá surtir efectos a quienes

acudieron ante su tutela.

Lo anterior, es congruente con lo establecido por los artículos 16 y 17 de la
Constitución Federal, que disponen que los actos de molestia y privación deben,

entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las

formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, Io que se traduce en que todo

acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado.

El artículo 127 de la Constitución Federal establece que los servidores públicos de la

Federación, de las entidades federativas, de los Municipios y de las demarcaciones

territoriales de la Ciudad de México, recibirán una remuneración adecuada e

irrenunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, que deberá

ser proporcional a sus responsabilidades.

Al respecto, la Sa/a Superiof se ha pronunciado en el sentido de que las

controversias que se vinculan con la probable violación al derecho de las y los

servidores públicos de elección popular, de recibir las remuneraciones que les

corresponden por el desempeño de sus funciones, no inciden necesariamente en la

mater¡a electoral cuando quienes acuden ante una instancia junsdiccional ya no

tienen la calidad de servidores públicos, con motivo de la conclusión de su encargo.

En igual sentido, este Tribunal se pronunció al resolver el expediente TRIJEZ-JDC-

005120254, en el que personas que desempeñaron los cargos de síndica, regidoras y

regidor del Ayuntamiento durante el periodo constitucional 2021-2024, reclamando el

pago de remuneraciones que afirmaron habían sido adeudadas. En ese asunto, se

determinó que, si bien la falta de pago de remuneraciones puede incidir en el

derecho político electoral de ser votado, en el ejercicio de desempeño del cargo,

cuando éste se encuentre vigente, una vez concluido el periodo para el que las

personas promoventes fueron electas, la controversia relativa al pago de las

prestaciones pendientes se desvincula de ese derecho y escapa de la materia

electoral.

3

3 Criterio sostenido en las sentencias SUP-REC-115/20'17 y Acumulados, y SUP-REC135/2017.
a Sentencia que puede ser consultada en la s¡guiente liga electrón¡ca: httpsr//2020v03 transoarencia-
triez.m^/lnfo.macron/sentencras/202slJDCISENTENCIA 1R!EZ.JDqSA5-24?§-
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Esa determinación, fue confirmada por la Sala Monterrey al resolver el expediente

SM-JG-20/2025 al considerar correcto que este Tribunal determinara su falta de

competencia para conocer, en una nueva impugnación, del reclamo de pago de

remuneraciones cuando las personas promoventes ya habían concluido el periodo

para el que fueron electas y electo.

El precedente resulta relevante, pues, al igual que el de Sa/a Superior, las personas

promoventes desempeñaron cargos de elección popular en el Ayuntamiento durante

el per¡odo 2021-2024 y, una vez concluido éste, acudieron a este Tribunal y

reclamaron el pago de remuneraciones derivadas del ejercicio de esos cargos.

En las relatadas condiciones, los razonamientos sustentados por Sa/a Superior se

basan en el sentido de que este tipo de controversias basadas en el reclamo de pago

de remuneraciones, ya no constituyen materia electoral atendiendo al hecho de que

al no haber sido cubiertas, ya no está relacionado con el derecho de acceso o

desempeño del cargo de elección popular para el cual fueron electos, ya que su

periodo constitucional concluyó, por tanto, ya no existe la posibilidad de que sufran

lesión alguna sobre su derecho de voto pasivo en la vertiente de desempeño del

cargo.

Una vez señalado lo anterior, es relevante destacar en primer término que la

presentación del medio de impugnación otorga a este Tribunal una competencia

formal que se traduce en la recepción, radicación y verificación del cumplimiento de

los presupuestos procesales indispensables para la válida instauración de la relación

procesal; sin embargo, esto no implica que por ese sólo hecho este órgano

jurisdiccional resulte materialmente competente para conocer y resolver la

controversia que se le plantea.

En el caso, los Acfores acuden a este órgano jurisdiccional para inconformarse del

adeudo de la retribución económica en concepto de dieta que corresponde a

diecisiete quincenas, que les son adeudadas por sus funciones desempeñadas como

regidores del Ayuntamiento de Ojocaliente, Zacatecas, en el ejercicio de la

adm¡nistración municipal 2021-2024, las cuales a su dicho fueron materia de pago

pendrente conforme al acta de entrega recepción del catorce de septiembre de dos

mil veinticuatro de dicho Municipio.

TRTJEZ-JDC-o17t2026

Asimismo, sostienen que la actual administración municipal 2024-2027, no ha

autorizado el pago de las diecisiete quincenas que quedaron como pasivo, siendo

omiso hasta el momento, haciendo patente su negativa de pago.
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De las constancias que acompañan la demanda, se advierte que el reclamo de pago

se encuentra vinculado con remuneraciones correspondrentes al desempeño de los

cargos ejercidos durante la administración municipal 2021-2024. lncluso, de la

documentación que aportaron, se advierte que la existencia del adeudo fue

planteada durante la vigencia de dicha administración y que posteriormente fue

relacionada con los pasivos asentados en el acta de entrega-recepción.

Del mismo modo, cabe mencionar que lo anterior se corrobora con la documental

consistente en el oficios número 1564 del once de septiembre suscrito por la

licenciada Olivia Acosta Reza en su carácter de Síndica Municipal del Ayuntamiento,

de la administración 2024-2027.

El hecho de que los actores atribuyen a la actual administración municipal la falta de

autorización o pago de las cantidades que reclaman, no modifica la naturaleza de la

pretensión, pues las remuneraciones cuyo pago solicitan derivan del desempeño de

cargos de elección popular correspondientes al periodo 2021-2024.

Entonces, la controversia no tiene por objeto tutelar actualmente el derecho político-

electoral de los actores a ejercer y desempeñar el cargo para el que fueron electos,

sino obtener el pago de una prestación económica que afirman haber generado

durante un periodo const¡tucional que ya concluyó.

Se precisa que el cargo para el cual fueron electos los Acfores, fue del quince de

septiembre de dos mil veintiuno al catorce de septiembre de dos mil veinticuatro, y el

presente medio de impugnación se presentó ante este Tribunal el veinticinco de

septiembre de dos mil veintiséis, cuando habían transcunido más de dos años desde

la conclusión de los cargos.

Es cierto que la falta de pago de las remuneraciones a las que tienen derecho los

servidores públicos electos por mandato popular, puede constituir una violación a su

derecho de ser votado en la vertiente del ejercicio y desempeño del cargo para el

cual fueron electos. Sin embargo, al haber concluido su encomienda de elección

popular, como en el caso ocurre, la controvers¡a relativa al pago de las percepciones

pendientes ya no incide de manera actual en ese derecho político-electoral.

Así pues, lo anterior es congruente con lo determinado en el expediente TRIJEZ-

JDC-00512025, en el cual el reclamo de remuneraciones precisamente por

5

5 V¡sible a fojas 14-15 de autos.
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integrantes del mismo Ayuntamiento se determinó que al haber concluido el cargo,

se encontraba materialmente desvinculado del derecho político-electoral y

desempeño del cargo, criterio que como se ha señalado, fue confirmado por Sala

Monterrey.

En consecuencia, al haberse promovido el presente juicio cuando los actores ya

habían concluido el periodo para el que fueron electos y al encontrase su pretensión

dirigida exclusivamente a obtener el pago de remuneraciones derivadas del

desempeño de aquellos cargos, la controversia escapa del ámbito material de la

jurisdicción electoral.

No obstante, a fin de salvaguardar el derecho de acceso a la justicia de los

Promoventes, se dejan a salvo sus derechos, para que, en su caso, los hagan

valer en la vía que consideren conveniente y ante la instancia que corresponda6.

4. OMISIÓN DEL TRÁMITE AL MEDIO DE IMPUGNACIÓN

Finalmente, de autos se logra advertir que la Autoridad responsab/e hizo caso

omiso a lo ordenado por este Tribunal mediante acuerdo del veintiocho de

septiembre (notificado en la misma fecha mediante oficio TRIJEZ-SGA-

600120267), esto es, dar el trámite de ley al medio de impugnación en términos de

lo establecido en los artículos 32 y 33 de la Ley de Medios.

Atendiendo a lo que determinan los preceptos legales en cita, la autoridad que es

señalada como responsable, de manera inmediata deberá realizar el trámite

correspondiente a la publicitación del medio de impugnación, se rinda el informe

circunstanciado y remita las constancias que acred¡ten lo anterior.

No obstante lo anterior, la Autoridad responsable una vez transcurrido el término

que le fuera otorgado para tal efecto, no cumplió en tiempo y forma con lo

solicitado, razón por la cual en vía de requerimiento (mediante acuerdo del siete

de octubre) le fue solicitado diera cumplimiento a lo que se le ordenó.

6 Sirve de apoyo lo establecido en la jurisprudencia 612024, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justic¡a
de la Nación, de rubro: "COMPETENCIA POR MATERIA. CORRESPONDE AL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO
LocAL coNocER DE LA DEMANDA PRESENTADA poR uN SERV|DoR púBltco DE ELEcctóN
POPULAR, (REGIDOR DE UN AYUNÍAMIENTO) PARA IMPUGNAR, UNA VEZ CONCLUIOO SU ENCARGO,
LA oMtstoN o NEGAT|VA DE pAGo DE DTVERSAS cANTtoADES oue oe¡ó DE pERclBtR DURANTE EL
PERIODO EN QUE DESEMPEÑÓ ESA FUNCIÓN" Consultable en et Semanario Judicial de la Federación. con
reg¡stro digital 2028303, Undécima Epoca. matefla adminislrativa, Tests 2a.lJ.612024 (11a.), de la Segunda Sala.
7 Visible a foja 40 de autos.
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Ahora bien, mediante escrito8 del nueve de octubre la licenciada Olivia Acosta

Reza en su carácter de Síndica Municipal del Ayuntamiento, en respuesta al

requerimiento efectuado, rinde el informe circu nstanciado; sin embargo, no remite

las constancias que acrediten se haya llevado a cabo la debida publicitación del

medio de impugnación.

En consecuenc¡a, se AMONESTA PÚBLICAMENTE a la Autoridad responsable, y

se le conmina para que en lo subsecuente realice en tiempo y forma el trámite de

ley correspond iente; ello de conformidad con lo previsto en el artículo 40 de la Ley

de Medios.

Por lo expuesto y fundado, se

ACUERDA

PRIMERO. Este Tribunal de Justicia Electoral carece de competencia material para

conocer del presente juicio, con base en las razones y fundamentos expuestos en el

presente acuerdo.

SEGUNDO. Se dejan a salvo los derechos de Héctor Arturo Bernal Gallegos, Laura

Martínez Estrada y Ma. Auxilio Silva Alvarado, para que, en su caso, los hagan

valer en la vía que consideren conveniente y ante la instancia que corresponda.

TERCERO. Se conmina a la Autoridad responsable, para que en lo subsecuente

dé puntual cumplim¡ento con el trámite de los medios de impugnación, de

conformidad con las formalidades y plazos establecidos en los artículos 32 y 33

de la Ley de Medios.

Así, lo resolvieron las Magistraturas que integran el Pleno del Tribunal de Justicia

Electoral del Estado de Zacatecas, por unanimidad de votos, ante la Secretaria

General de Acuerdos en funciones, quien autoriza y da fe. DOY FE.

MAGI R A RE NTA

7

I Vis¡ble a fojas 59-73 de autos
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Zocotecos, Zocotecos, doce de octubre de dos mil veintiséis, con

fundomento en lo dispuesto por los ortículos 25, pórrofo tercero y 28, de lo

Ley del Sistemo de Medios de lmpugnoción Electorol del Estodo de

Zocqtecos; y en cumplimiento ol Acuerdo Plenorio de lncompelencio del

dÍo de lo fecho, signodo por los Mogistrodos que integron el Pleno del

Tribunol de Justicio Electorol del Estqdo de Zocotecos. siendo los once

horos con cincuento minufos del dío en que se octúo, el suscrito octuorio lo

nolifico, o los portes y demós interesodos; medionte cédulo que fijo en los

ESTRADOS de este Tribunol, onexondo copio certificodo del ocuerdo en

mención, constonie en cuotro fojos. DOY FE.
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